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Defensoria

Provincia de Buenos Aires





La Plata, 22 de nov de 2017



VISTO el artículo 55 de la Constitución Provincial, los artículos 12, 27 y concordantes de la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo Nº 13834 y sus modificatorias y el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, el Expediente N° 22800-15995/17, y

CONSIDERANDO

Que luego de la Reforma Constitucional de 1994, se incorporaron en el artículo 42 de la Carta Magna Nacional una serie de nuevos derechos, entre los que se destaca el reconocimiento de los correspondientes a los usuarios y consumidores de bienes y servicios, asegurándoseles el acceso al control y participación en los aspectos regulatorios de los servicios públicos, aun cuando se trate de servicios públicos concesionados, exigiendo a su vez la supervisión estatal de su calidad y eficiencia.

Que a su vez, dicha norma encuentra su correlato en el artículo 38 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, que expresa: “Los consumidores y usuarios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección frente a los riesgos para la salud y su seguridad, a la promoción y defensa de sus intereses económicos y a una información adecuada y veraz…”.

Que en tal dirección, la doctrina es conteste al entender como servicio público “…a toda actividad de la Administración Pública, o de los particulares o administrados, que tienda a satisfacer necesidades o intereses de carácter general cuya índole o gravitación, en el supuesto de actividades de los particulares o administrados, requiera el control de la autoridad estatal”. (Marienhoff, Miguel S. “Tratado de Derecho Administrativo” Ed. Abeledo Perrot. Bs. As. T. II Pág. 55).

Que asimismo, tal como afirma Farina en su obra “Defensa del Consumidor y del Usuario” (4°ed. Astrea, 2009), “los usuarios de servicios públicos domiciliarios son los más necesitados de protección (en sus derechos), pues estos servicios son prestados por empresas del Estado, por concesionarios o por grandes empresas privadas que tienen un monopolio legal o de hecho, y prestan servicios, muchos de ellos esenciales para la vida diaria”.

Que ha de tenerse presente, a su vez, por las características o cualidades del servicio y del proveedor, que el consumidor o usuario se encuentra sujeto a esta relación; y esa sumisión fáctica le garantiza al prestador su poder de imposición, generándose una desigualdad que corresponde proteger a través de mecanismos institucionalizados de garantía de derechos, como lo es el Defensor del Pueblo.

Que es función específica del Defensor del Pueblo garantizar a los habitantes de la Provincia que resulten usuarios de servicios públicos su derecho a ser oídos, así como también tiene a su cargo exigir a las empresas prestadoras que suministren información cierta, adecuada, clara y detallada, en cuanto a la totalidad de los componentes que integran las tarifas, como así también los beneficios existentes para determinadas categorías de usuarios vulnerables por su situación socio-económica, y dar a conocer el modo de acceder a los mismos.

Que cabe destacar que en nuestro organismo se han recibido y se reciben continuamente numerosas quejas vinculadas a la falta de incorporación al régimen de tarifa social en los distintos servicios públicos, como las individualizadas en el expediente de marras.

Que según el informe elaborado por la Defensoría del Pueblo provincial, junto al Observatorio de la Deuda Social Argentina, de la Universidad Católica Argentina (UCA), se determinó que en el Gran Buenos Aires, la tarifa social sólo alcanza al 30 % de los usuarios que  tienen derecho a solicitarla, para los servicios de agua corriente, energía eléctrica y gas. Este estudio especifica que del segmento de la población que posee ingresos que apenas cubren la canasta básica, y que perciben algún programa social, el 66,8% está excluido de la tarifa social de la luz; el 79,5% de la del agua corriente; y el 72,1% de la del gas.
Que entre las causas más frecuentes que impiden el acceso a la tarifa social por parte de los sectores más vulnerables se encuentran: la imposibilidad de demostrar bajo qué condiciones ocupan una vivienda (falta de documentos, escrituras, contrato de alquiler, etc.), poseer ingresos informales, falta de información a los usuarios y  barreras burocráticas que ponen las empresas a la hora de finalizar y/o otorgar el trámite.
Que el diseño de los programas de tarifa social basados en el cumplimiento de requisitos objetivos inflexibles que no resultan representativos de la realidad socioeconómica de los usuarios más vulnerables requiere su revisión integral de modo tal de hacer asequibles los servicios públicos esenciales a estos sectores desfavorecidos, a fin de cumplir con los compromisos internacionales asumidos por el Estado en materia de DESC, así como con las previsiones Constitucionales y Jurisprudenciales en la materia.

Que del universo de servicios relevado, en el caso de la energía eléctrica, se advirtió que el 66,8% excluido se compone con  “un 54,6% que está conectado, pero sin tarifa social y un 12,2% que ni siquiera tiene una conexión, lo cual sucede de manera predominante en villas y asentamientos”. 
Que en el caso del servicio del agua, el 79,5% de la población vulnerable no tiene acceso a la tarifa social (de ellos un 48,3% está conectado a la red pero no pose el beneficio y un 31,2% se encuentra directamente sin conexión). Esto es consecuencia del “… elevado nivel de carencia que manifiestan los hogares, con los estratos residenciales intermedios con mayor cantidad de población excluida del beneficio, ya que el más bajo –por ausencia del servicio- como el más alto –por no necesitarla- prácticamente no tienen tarifa social”.
Que en el caso del servicio del gas, “…el 72,1% de la población vulnerable no está alcanzada por la tarifa social cuando sí debería hacerlo. Este total surge del promedio entre usuarios de gas en red y garrafa. Quienes no perciben el beneficio en el primer grupo representan el 76,5% del total mencionado, mientras que el segundo grupo alcanza al 69,7%”, tal como surge del Informe.
Que además de lo mencionado precedentemente, el resultado del informe determinó que “…una de las cuestiones recurrentes que dificultan el acceso a este derecho es la falta de información por parte de las empresas. Se trata de un dato para tener en cuenta sobre todo en un contexto donde muchos usuarios reciben un servicio deficiente, o ni siquiera lo reciben”.
Que el derecho a una información adecuada y veraz de los usuarios y consumidores se encuentra expresamente previsto en el artículo 42 de la Constitución Nacional, resultando ello una obligación primaria para las empresas prestadoras del servicio y asimismo corresponde a los órganos de control exigirles su cumplimiento.
Que reglamentando este precepto constitucional, la Ley Nº 24.240 de defensa de los derechos de usuarios y consumidores, en su   art. 4º expresa que: “El proveedor está obligado a suministrar al consumidor en forma cierta, clara y detallada todo lo relacionado con las características esenciales de los bienes y servicios que provee, y las condiciones de su comercialización. La información debe ser siempre gratuita para el consumidor y proporcionada con claridad necesaria que permita su comprensión”.
Que asimismo, el artículo 25 de la Ley Nº 24.240, garantiza en forma expresa el derecho de información a los usuarios de servicios públicos domiciliarios, al establecer: “…Las empresas prestadoras de servicios públicos a domicilio deben entregar al usuario constancia escrita de las condiciones de la prestación y de los derechos y obligaciones de ambas partes contratantes. Sin perjuicio de ello, deben mantener tal información a disposición de los usuarios en todas las oficinas de atención al público”.
 Que en atención a lo antedicho, las empresas y cooperativas que brindan el servicio público de distribución de energía eléctrica, gas y agua potable en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, así como también los Órganos de Control de cada una de ellas, deberían rediseñar los requisitos de acceso a la tarifa social, arbitrando las medidas necesarias tendientes a garantizar a los usuarios de manera clara, precisa, mensual y continua, a través de la misma factura la totalidad de los ítems requeridos para acceder a la tarifa social, como así también dar a conocer los sitios físicos y electrónicos donde poder realizar los trámites respectivos.
Que el artículo 55 de la Constitución provincial establece que “El Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes…”, como así también que “…Supervisa la eficacia de los servicios públicos que tenga a su cargo la Provincia o sus empresas concesionarias…”. 
Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto administrativo.
Por ello,

EL DEFENSOR DEL PUEBLO

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

ARTÍCULO 1º: RECOMENDAR a las Empresas Distribuidoras de Energía Eléctrica “EDESUR, EDENOR, EDELAP, EDEN, EDES, EDEA”,  a las Empresas de provisión de Gas Natural “CAMUZZI GAS PAMPEANA, CAMUZZI GAS DEL SUR, GAS NATURAL FENOSA” y a las de provisión de agua potable “AYSA y ABSA”, así como a las Cooperativas que prestan dichos servicios en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, lo siguiente:

a) MANTENER actualizado el Registro de usuarios en condiciones de acceder al beneficio de la TARIFA SOCIAL, a efectos individualizar a todos aquellos que revistan tal condición, dentro del área de concesión de cada una de las prestatarias;

b) COMUNICAR conjuntamente con la facturación mensual de los servicios domiciliarios de manera visible, clara, precisa, accesible y continua, toda la información necesaria para que los usuarios conozcan los requisitos para acceder a los beneficios de la tarifa social;

c) INFORMAR adecuadamente los domicilios de las oficinas comerciales y de los sitios web habilitados para efectuar los trámites pertinentes, estableciendo canales exclusivos, así como también la implementación de una línea telefónica informativa gratuita, realizando asimismo las capacitaciones pertinentes para el personal a cargo;

d) INSTAR a las Empresas mencionadas a notificar el contenido de la presente a las asociaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidas, con el objeto que colaboren en la difusión y en el acceso a la información oficial emanada de las prestadoras.

ARTÍCULO 2º: EXHORTAR al Ministerio de Energía y Minería de la Nación, al Ministerio de Infraestructura y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires, al Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) y al Organismo de Control de Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires (OCEBA), al Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) y al Organismo de Control de Aguas de Buenos Aires (OCABA) y al Ente Regulador de Aguas y Saneamiento (ERAS) para que dentro de sus competencias, efectúen el adecuado contralor del cumplimiento de lo recomendado en el artículo 1º por parte de las Empresas y Cooperativas de servicios públicos en sus respectivas jurisdicciones.

ARTÍCULO 3º: RECOMENDAR al Ministerio de Energía y Minería de la Nación, al Ministerio de Infraestructura y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires, al Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) y al Organismo de Control de Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires (OCEBA), al Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) y al Organismo de Control de Aguas de Buenos Aires (OCABA) y al Ente Regulador de Aguas y Saneamiento (ERAS), se sirvan rediseñar los requisitos para acceder a la tarifa social en cada uno de los servicios públicos esenciales enunciados, estableciendo estándares vinculados a la vulnerabilidad socioeconómica de los usuarios, y no al cumplimiento de ítems taxativos que excluyen de dicho beneficio a sectores mayoritarios de la población que lo necesitan imperiosamente, todo ello a fin de garantizarles la asequibilidad y el efectivo goce del derecho a una calidad de vida digna. 

ARTÍCULO 4º: Registrar. Comunicar. Notificar y oportunamente, archivar.

RESOLUCION Nº: 74-17
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